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Resumen Ejecutivo

En el presente estudio se analiza la legislación eléctrica chilena. Para darnos una idea más clara del enfoque de la legislación, además de las  fortalezas y debilidades de esta, de los antecedentes históricos será analizada críticamente lo que ha sido la inversión en el sector, y qué factores influyen en su comportamiento. Además será revisada la historia de las crisis más recientes del sector, analizaremos a fondo la legislación actual, y el impacto de la concentración en el sector, y las posibles distorsiones que esto provocaría en el la regulación y fiscalización del sistema.

Según esta metodología, el análisis nos permite encontrar que, en el tema regulatorio, la ley incentiva la inversión en transmisión, que mientras el gas sea barato, las inversiones seguirán siendo termoeléctricas y que las inversiones en hidroelectricidad requieren de una visión de largo plazo, que pocas empresas privadas consideran. Además se puede añadir que el modelo reconoce que es posible la competencia en generaron, pero que sin embargo se debe cumplir que el mercado sea desafiable, para lo cual deben existir bajas barreras de entrada, lo cual no se cumple a cabalidad en el sistema, por los largos plazos de entrada, lo que conlleva a que las generadoras no tengan que operar todo el tiempo como un mercado competitivo, si no que solamente cuando se ven enfrentadas efectivamente a una entrada.

Por último, en el tema de las crisis eléctricas, encontramos que la crisis de 1998 no fue causada tan sólo por la escasez de agua en las represas, si no que por una combinación desafortunada de debilidades del fiscalizador, una agresiva política de uso de recursos por parte de las hidroeléctricas y fallas en las nuevas centrales de ciclo combinado que estaban entrando. Para el presente año, encontramos que no podemos hablar de una crisis eléctrica, sin embargo, la presente crisis de abastecimiento podría generar en los próximos años un escenario similar al vivido en los años 98 – 99. Por este motivo fue recientemente aprobada la Ley Corta II que incentiva la diversificación de fuentes, a manera de mejorar la seguridad del suministro del sistema, contemplando para ello alzas graduales del precio, que reflejen esta intención.
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1.
Introducción

Durante los últimos años, Chile ha implementado profundas reformas en el sector eléctrico, incorporando en gran medida el sector privado a la propiedad de los activos, estableciendo normas para promover la eficiencia y desregulando los mercados donde era posible la competencia. En algunos mercados se estimó que la competencia sería difícil, ya sea por condiciones naturales o por el poder de mercado de algunos actores dominantes, pero las autoridades trataron de diseñar regulaciones específicas de igualdad de acceso para incentivar a las empresas a comportarse como si estuvieran en un mercado competitivo, evitando así prácticas monopólicas.

En términos del incremento de la eficiencia en la asignación de recursos, en la calidad de los servicios y en el grado de cobertura, los resultados de las reformas han sido significativamente positivos para Chile. Sin embargo, se han identificado diversos sucesos relacionados la industria eléctrica como el ingreso al mercado de operadores e inversionistas que se han incorporado a la gestión de las empresas locales, las decisiones de los órganos antimonopolio respecto de la integración vertical en este mercado, los efectos derivados de la sequía y el racionamiento eléctrico, entre otras, son materias que han trascendido a la industria eléctrica, interesando a la opinión pública y con ello, a los órganos del Estado.

El objetivo de este informe es describir y analizar el esquema regulatorio para el sistema eléctrico nacional e identificar de que manera han  incidido en las fallas experimentas por el sistema eléctrico nacional: (1) el elevado grado de concentración del sector, (2) la decisión de invertir en generación, (3) la debilidad del aparato regulatorio y fiscalizador.
2.
Descripción del sistema eléctrico chileno

2.1
Inicios del sistema eléctrico en Chile

El sector eléctrico nacional surge a partir de la necesidad de electrificación en la zona central de Chile, específicamente Santiago y Valparaíso. La misión de satisfacer esta demanda por electricidad fue asumida, en primera instancia, por empresas privadas de capitales extranjeros, limitándose el Estado de Chile a otorgar concesiones.

En la medida que otras zonas del país empiezan a demandar servicios eléctricos, el Estado asume la responsabilidad de abastecerlos, creando ENDESA, empresa que se hizo cargo del resto del país, que en aquella época había sido posergado por falta de demanda.

A medida que pasó el tiempo, la industria se fue haciendo cada vez más compleja, gatillando la necesidad de legislar los diferentes ámbitos de funcionamiento de la misma. Es así como este sector ha enfrentado una serie de transformaciones que se detallarán en secciones posteriores. Cabe decir que la gran parte de las modificaciones han estado inspiradas por las corrientes políticas que han prevalecido en los diferentes períodos de la historia del país. Se ha pasado desde una economía fuertemente centralizada, donde el Estado era el principal protagonista, hacia una economía de mercado con menor intervención estatal, donde se apuesta a las fuerzas del libre mercado (en especial la competencia) como herramientas para alcanzar la eficiencia económica. 

Hoy en día, se tiene la certeza de que el libre mercado, en su más pura expresión, no ha sido suficiente para regular esta industria, lo que ha llevado al país a construir una legislación que combine ciertos aspectos de libre mercado con una dosis de intervención estatal, sobre todo en aquellas áreas en que la competencia no a podido traducirse en mayores beneficios para los consumidores.

2.2
Industria

En concordancia con la política económica que se aplica en el país, las actividades de generación, transporte y distribución de electricidad son desarrolladas en Chile por el sector privado, cumpliendo el Estado una función reguladora, fiscalizadora y subsidiaria
. 

Lo anterior se traduce en que las empresas tienen una amplia libertad para decidir acerca de sus inversiones, la comercialización de sus servicios y la operación de sus instalaciones, siendo por tanto responsables por el nivel de servicio otorgado en cada segmento, en cumplimiento de las obligaciones que imponen las leyes, reglamentos y normas que en conjunto componen el marco regulatorio del sector. 

A nivel global, se establece la separación de la industria en los segmentos de generación, transmisión, distribución y comercialización como negocios diferentes. 

Se establece una división entre un sector de libre competencia, formado por las actividades de generación y comercialización; y un sector regulado, formado por las actividades de distribución y transmisión. Las primeras actividades presentan mayores posibilidades para un desarrollo competitivo; en cambio, las siguientes poseen características de monopolio natural, requiriendo altas economías de escala para ser eficientes.

2.2.1
Sistemas eléctricos de potencia

El mercado eléctrico chileno esta formado por seis sistemas eléctricos de potencia:

· Sistema Interconectado Central (SIC).

· Sistema Interconectado del Norte Grande (SING).

· Sistema Aysén.

· Sistema Puerto Natales.

· Sistema Punta Arenas.

· Sistema Puerto Porvenir.


En la zona norte opera el Sistema Interconectado del Norte Grande (SING), que se extiende desde Arica hasta Taltal y posee el 31% de la capacidad instalada del país. Aunque sólo abastece al 5,6% de la población, que está concentrada principalmente en el borde costero y en lugares distantes unos de otros, es de vital importancia para cubrir los altos requerimientos de electricidad por parte de las grandes empresas mineras que operan en el norte. 

El SING cuenta con una capacidad instalada de 3.633,9 MW y aproximadamente 5.736 km de líneas de transmisión. Durante 2003, la demanda máxima alcanzó los 1.466 MW, la generación bruta fue de 11.424 GWh y el consumo de energía de 10.480 GWh. El parque generador está constituido aproximadamente por un 99% de unidades térmicas y sólo un 1% de unidades de generación hidráulicas.

Entre Taltal y Chiloé opera el Sistema Interconectado Central (SIC), el sistema eléctrico interconectado más grande del país, que concentra el 68% de la capacidad instalada y abastece al 93% de la población. El SIC cuenta con una potencia instalada de 7.955 MW y aproximadamente 8.732 km de líneas de transmisión. Durante el año 2003 la demanda máxima alcanzó los 5.162 MW, la generación bruta fue de 33.708 GWh y el consumo de energía de 32.076 GWh. El parque generador está constituido por aproximadamente un 38% de unidades térmicas y un 62% de unidades de generación hidráulicas.

Existen además otros dos sistemas eléctricos aislados, en los que operan empresas integradas, que abastecen a las zonas situadas desde Aysén al sur. 

La finalidad de los sistemas interconectados es unir centros de consumo y generadoras de distinta naturaleza, admitiendo que los excesos de oferta en un nudo de la red sean aprovechados en otros nudos, lo que permite una operación con márgenes de reserva rodantes o en giro utilizables en todo el sistema. Esto evita tener capacidad de reserva instalada en cada nudo y optimiza globalmente el tamaño y el momento de las nuevas inversiones.

2.2.2
Generación

El sistema de generación está compuesta por todas aquellas empresas que poseen centrales generadoras, ya sean hidroeléctricas o termoeléctricas.

En este negocio participan más de 30 empresas, pero sólo tres de ellas concentran más del 90% del negocio, a saber, ENDESA con cerca del 50% de la participación de mercado, AES Gener con un 25% y Colbún, con cerca de un 23%. De estas empresas, es Endesa la que posee la mayor cantidad de centrales hidroeléctricas, mientras que las tras dos están más bien dedicadas a la termoelectricidad. Cabe destacar que las inversiones de las cuaes dispone Endesa, fueron realizadas en su mayoría en los tiempos en que esta empresa pertenecía al Estado.

Las empresas generadoras pueden vender sus productos tanto a clientes libres (grandes consumidores) como a clientes regulados, y para ello utilizan los sitemas de transmisión, pagando un peaje por su uso.

Como se dijo anteriormente, esta industria se considera commpetitiva y por lo tanto no está sujeta a regulación por parte del Estado. Al menos no directamente.

2.2.3
Transmisión

El sistema de transmisión corresponde al conjunto de líneas, subestaciones y equipos destinados al transporte de electricidad desde los puntos de producción (generadores) hasta los centros de consumo o distribución. En Chile se considera como transmisión a toda línea o subestación con un voltaje o tensión superior a 23.000 Volts. Por Ley, las tensiones menores se consideran como distribución. La transmisión es de libre acceso para los generadores, es decir, estos pueden imponer servidumbre de paso sobre la capacidad disponible de transmisión mediante el pago de peajes.

En el sistema de transmisión se puede distinguir el sistema troncal (conjunto de líneas y subestaciones que configuran el mercado común) y los sistemas de subtransmisión (que son aquellos que permiten retirar la energía desde el sistema troncal hacia los distintos puntos de consumo locales).

En este negocio el principal actor es Transelec, que posee cerca del 100% de la participación de mercado. Anteriormente esta empresa perteneció a Endesa. Hoy en día está en manos de capitales canadienses principalmente.

2.2.4
Distribución
Los sistemas de distribución están constituidos por las líneas, subestaciones y equipos que permiten prestar el servicio de distribuir la electricidad hasta los consumidores finales, localizados en cierta zona geográfica explícitamente limitada. Las empresas de distribución operan bajo un régimen de concesión de servicio publico de distribución, con obligación de servicio y con tarifas reguladas para el suministro a clientes regulados. Estas empresas operan en su zona de concesión sin que exista posibilidad de competencia, dado que son monopolios naturales.

Las empresas distribuidoras tienen la obligación de dar servicio dentro de sus respectivas zonas de concesión, así como de respetar las tarifas máximas fijadas por la autoridad para la venta de electricidad a sus clientes de bajo consumo. Las empresas generadoras y transmisoras, por su parte, tienen la obligación de coordinar la operación de sus centrales y líneas de transmisión que funcionan interconectadas entre sí, con el fin de preservar la seguridad del sistema y garantizar la operación a mínimo costo. Por otro lado, los propietarios de líneas eléctricas que emplean bienes nacionales de uso público, están obligados a permitir el uso de sus instalaciones para el paso de energía eléctrica, teniendo a cambio el derecho a recibir un pago por parte de quienes hacen uso de ellas. 

Los principales actores del negocio son Chilectra, con cerca del 50% del mercado, CGE con un 20% y Chilquinta con un 16%.

2.2.5
Instituciones

Las principales instituciones que participan en la coordinación, regulación y fiscalización son las siguientes:

Centro de Despacho Económico de Carga

La coordinación de la operación de las centrales generadoras es efectuada en cada sistema eléctrico por un Centro de Despacho Económico de Carga (CDEC), organismo conformado por las principales empresas de generación (que posean más del 2% de la capacidad instalada) y transmisión (que posean más de 100 km. de líneas). El CDEC es el encargado de planificar la operación óptima del sistema y de valorar económicamente las transferencias de energía que se producen entre todos los generadores. Además, es responsable de asegurar el suminisro eléctrico. El despacho se hace en orden de mérito según los costos marginales declarados por los operadores con el fin de minimizar los costos de satisfacer la curva de carga y se hace independientemente de la propiedad de las centrales y de los contratos comerciales de compra y venta de energía que las generadoras tengan.
Debe informar a los generadores de las condiciones de oferta y demanda, coordinar la mantención de centrales y verificar el cumplimiento de las normas de operación. Finalmente, el CDEC debe determinar el precio spot al cual se valoran las transferencias entre generadores.

A partir de junio de 1999 se constituyó el CDEC independiente. El directorio sigue siendo controlado por las empresas, pero la dirección de operaciones ahora es independiente. Si un miembro discrepa con una decisión de la dirección de operaciones puede llevar la controversia al directorio. En desacuerdo, el conflicto se lleva a un comité de expertos que tiene 30 días para emitir una opinión. Si el desacuerdo continúa en el directorio luego de esta opinión, la divergencia se lleva al Ministro de Economía, quien ahora tiene 60 días para emitir un veredicto. Sin embargo, a diferencia de lo que ocurría antes, la decisión de la dirección de operaciones es válida y da origen a obligaciones legales mientras persista la divergencia.

En general, existe la visión de que el CDEC-SIC (Sistema Interconectado Central) funcionó razonablemente bien desde el año 1985 al año 1993, existiendo un bajo nivel de conflictividad en su interior, lo cual es muy importante, porque las decisiones se toman de manera unánime, y un importante nivel de competencia entre generadores. Sin embargo, a contar de esa fecha, los conflictos internos dificultaron su operación exacerbados en parte por la aguda sequía que afectó al país durante el año hidrológico 1998-99 y el aumento en la competencia producido con la llegada del gas natural en 1997, que ha derivado en caídas en los precios de generación. Esta conflictividad ocurre porque los representantes de las empresas se juegan en cada decisión por defender los intereses de su empresa, los cuales pueden ser muy distintos (como ocurre en el SIC) por la composición del parque generador entre centrales térmicas e hidráulicas y por su ubicación geográfica. En los últimos años han habido desacuerdos en prácticamente todos los ámbitos: la determinación de los costos marginales, los pagos por capacidad, los modelos de despacho, la modelación de la transmisión y las estrategias para enfrentar el problema de seguridad en la operación del sistema (Rudnik, 1998).

Comisión Nacional de Energía

La CNE estudia y propone regulaciones, calcula precios regulados (el precio de nudo y las tarifas de distribución eléctrica) y asesora técnicamente al gobierno. Además, es la que habitualmente propone los cambios regulatorios. Es importante notar que la CNE regula y asesora al gobierno, pero no tiene facultades para hacer cumplir las reglas, para zanjar disputas en la operación del sistema o para dictar medidas frente a una crisis (por ejemplo, decretos de racionamiento). 

Ministerio de Economía

El Ministerio de Economía aprueba las tarifas propuestas por la CNE. Adicionalmente, le caben dos roles que son de particular importancia durante una crisis: decretar los racionamientos y zanjar las divergencias que surjan en el CDEC. En ambos casos, la ley le obliga a solicitar previamente un informe técnico a la CNE. 

3.
Concentración en el mercado eléctrico chileno
Las actividades del mercado eléctrico en Chile son desarrolladas por empresas privadas, con capitales netamente privados. El Estado sólo ejerce funciones de regulación, fiscalización y planificación indicativa de inversión.

En total participan 31 empresas en el segmento de generación, 5 empresas en el segmento transmisión y 36 en distribución. De ellas, hay 3 actores relevantes en generación, 1 en transmisión y 3 en distribucion.

Según informaciones de la comisión Nacional de Energía (CNE), el segmento de generación, “se caracteriza por ser un mercado competitivo” y presenta claras deseconomías de escala en los costos variables de operación y en el cual los precios tienden a reflejar los costos marginales de producción. Pero, según Carlos Díaz (2001), si analizamos el control que ejercen las principales empresas, que son Endesa, Gener y Colbún, que en su conjunto controlan el 93% de la potencia total instalada, vemos que existe una alta concentración en el sector, a pesar que exista un comportamiento competitivo.

Soledad Arellano (2002), manifiesta que la generación exhibe un alto grado de concentración, reafirmando lo expuesto por Newbery (2000) y Carlos Díaz (2001), pero no se han realizado estudios que cuantifiquen si ha existido presión por parte del grupo de privados sobre el Estado, para decidir sobre inversiones en la expansión de la infraestructura eléctrica o en la entrada de nuevos participantes a la industria. 

Es bien sabido que un alto grado de concentración en un mercado no se traduce necesariamente en poder de mercado. Si el mercado es desafiable, o al menos hay bajas barreras a la entrada, la competencia potencial que representa la amenaza de entrada a la industria frente a la existencia de beneficios económicos, disciplinará a las firmas activas, quienes se abstendrán de cobrar precios que puedan inducir la entrada de nuevas firmas a la industria. El problema es que en generación eléctrica, la entrada de nuevas firmas toma tiempo (entre 3 y 5 años para la tecnología más rápida), por lo que las firmas activas no requieren estar siempre disciplinadas, sino cuando efectivamente enfrentan la entrada de algún competidor. Por otra parte, el hecho de que una fracción importante de los consumidores finales estén aislados de las variaciones de corto plazo en los precios de generación, hace que la demanda sea bastante inelástica, aumentando el poder de mercado. Esto es especialmente cierto para los consumidores residenciales para los cuales la tecnología para implementar la tarificación en tiempo real, aunque está disponible, aún no resulta económicamente conveniente por los elevados costos de medición (Borenstein, 2001).

3.1
Concentración versus inversiones de infraestructura eléctrica

Como hemos expuesto en el punto anterior, existe un alto nivel de concentración en la industria de generación debido al alto porcentaje de participación de tres empresas. 

Esta concentración puede otorgar un poder económico y político, que podría utilizarse, como expone Arellano (entrevista), para invertir en proyectos de menor inversión y que resulten menos riesgosos para las empresas. 

También puede ser utilizado, como expone Carlos Díaz (2001), como presión política sobre la planificación de entrada de nuevas centrales que realiza la CNE, que es una de las variables para calcular el precio de nudo. 

Además es relevante considerar la  ambigüedad de la estructura institucional y normativa es en aspectos tales como la política de libre acceso, la metodología para el cálculo de los precios spot y regulados, la coordinación del despacho de generación, los mecanismos de expansión de las redes de transmisión y distribución, la calidad de los servicios y los mecanismos de solución de conflictos, que han distorsionado la asignación de los recursos, dificultado la realización de contratos y alentado el comportamiento oportunista en el mercado debido al alto nivel de concentración de la industria.

Por ultimo es posible agregar que a pesar que Endesa vendió a Transelec y supuestamente ya no existen esas practicas anticompetitivas que se le atribuían a la integración vertical por tener poder de mercado en generación y transmisión es fñacil ver que ese poder de mercado sigue ahí, independientemente de que ahora el transmisor no está verticalmente integrado con un generador como afirma Alexander Galetovic (2003).

De todas maneras existe la  discriminación a empresas generadoras aumentando los costos a las empresas que no están dentro de los grupos grandes en generación que controlan el mercado.

4.
Regulación

4.1
Ley de concesiones (1904)

En 1904 se dicta la ley 1.665 destinada a permitir al presidente la capacidad de otorgar concesiones. Esta ley surge ya que se pensaba que las actividades del servicio público eléctrico debían ser desarrolladas por un organismo del estado, el cual podía delegar las funciones a través de un “contrato de concesión de servicio público”, lo que para hoy es incompatible con el estado de derecho actual.

4.2
Ley General de Servicio Eléctricos

En 1925 se promulga el Decreto Ley Nº252, con el cual entra en vigencia la primera "Ley General de Servicios Eléctricos". En 1931 se dicta la segunda Ley General de Servicios Eléctricos, mediante el DFL Nº244, el cual acrecienta el rol del Estado y, además, se provoca el desincentivo de las inversiones privadas. En 1959 se dicta la tercera Ley General de Servicios Eléctricos, mediante DFL Nº4, la que significó un avance en la incorporación de criterios objetivos en la fijación de tarifas. 

4.3
Ley Marco DFL Nº 1 (1982) y Decreto Supremo Nº 327 (1997)

4.3.1
DFL Nº 1

En 1982, el Ministerio de Minería dicta el DFL Nº1, este se diseñó con el objeto de organizar el mercado eléctrico nacional, a través de empresas privadas que operan tanto en mercados competitivos, como en segmentos no competitivos, sometidos a regulación de precios y de calidad de suministro. El propósito de esta norma era la promoción de la competencia en la generación de electricidad y la regulación de las actividades de transmisión y distribución.

Con este sistema se pasó de un sistema de propiedad estatal a uno de propiedad principalmente privado, además se lograron altas tasas de inversión en la época e importantes reducciones de costos de producción, transporte y distribución.

4.3.2
Decreto Supremo Nº 327

En 1997 se publica el Reglamento Eléctrico DS327/97, en el cual se especifican los temas relacionados a seguridad y calidad del servicio eléctrico. En 1999, se publica la Ley 19.613, la que otorga mayores atribuciones a la SEC. En 2000, se dicta la Ley 19.674, el cual modifica el régimen de compensaciones en situación de racionamiento.

4.4
Reforma Eléctrica

4.4.1
Situación del Sector Eléctrico antes de la Reforma

Durante la década de los años ’30, se comenzó a interconectar los sistemas aislados existentes en la época, de modo de aprovechar economías de escala, lo que provocó un significativo  nivel de concentración y segmentación geográfica.

La participación estatal se mantuvo a un nivel mínimo, orientada exclusivamente a determinar tarifas y las condiciones en que se otorgaban las concesiones. Debido a que esta fijación de tarifas estaba en niveles demasiado bajos, las inversiones privadas se veían reducidas, debilitando el sector privado, esto llevó a la creación de Endesa en 1944, una empresa integrada en cuanto a generación, transmisión y distribución. 

La principal característica de la industria en el período previo a la reforma era que la mayor parte de los derechos de propiedad se encontraban en manos del Estado. Además las empresas del sector eléctrico operaban de manera verticalmente integrada y constituían, además, monopolios geográficos. Por otro lado el sector estaba operando a altos niveles de costos y bajos niveles de rentabilidad lo que no permitía el financiamiento de proyectos. También se tenía la posición dominante de Endesa, lo que dejó de lado el desarrollo de nuevas tecnologías como el gas natural.

Como consecuencia de esto, la calidad del suministro era irregular y el servicio a los clientes era deficiente. Y el control externo del sector era poco efectivo ya que era Endesa quien controlaba y coordinaba el sector. 

4.4.2
Las Reformas Propuestas

La reforma del sector eléctrico consideraba que el Estado debía abandonar su papel de productor y distribuidor de electricidad para concentrarse en la regulación y planificación del sector.

La reforma en el sector eléctrico consiste de tres etapas. La primera consistió en normalizar la situación financiera y operacional de las empresas públicas. La segunda etapa se dedicó a la modificación del esquema institucional, creándose instituciones de coordinación, regulación y supervisión del sector. En la tercera etapa, se procedió a la privatización de las empresas públicas de acuerdo a un plan de desarrollo sectorial Y además se implementó un nuevo sistema de regulación.

4.4.3
Situación del sector eléctrico después de la reforma.

La reforma apuntó a solucionar problemas que se presentan al privatizar un sector. Dentro de esta reforma se incluyen los siguientes puntos.

· Una clara separación y definición de los segmentos del mercado (generación, transmisión y distribución), y en particular, una clara separación de responsabilidades y derechos para los agentes económicos en cada segmento.

· Un proceso de privatización y concesión de las empresas públicas.

· Un mecanismo de coordinación que garantiza el balance instantáneo de oferta y demanda a costo mínimo.

· Acceso abierto a las líneas de transmisión y los servicios de distribución, permitiendo reducir el poder de mercado de los monopolios naturales en dichos segmentos.

· La ley provee mecanismos para fijar los precios en los distintos componentes del sistema. Precios regulados son determinados por la autoridad usando una metodología que es de conocimiento público.

· El poder de mercado de los monopolios geográficos es controlado, hasta un cierto punto, a través de esquemas de incentivos, responsabilidades, controles de calidad y rentabilidad acotada.

· Para reducir los costos de transacción se crea un mecanismo de separación de los clientes residenciales y comerciales.

Sin embargo una de las grandes limitaciones de la reforma es que, ésta garantiza el libre acceso a las redes, pero no especifica cómo determinar los peajes que se deben cobrar.

4.5
Ley Corta I

El sector eléctrico chileno ha presentado durante los últimos años algunos problemas, como el desincentivo a invertir, producto de la sequía que vivió el país en los años 1998 y 1999. Por consiguiente se han producido una serie de reformas como es la ley corta I

Ésta pretende solucionar algunos problemas que se han presentado en el área de transmisión con el cálculo de los peajes básicos. Para ello propone que el costo de transmisión sea pagado 50% por los generadores y 50% por los usuarios, dentro de lo que se denomina red troncal de transmisión.

En términos generales las ideas fundamentales del proyecto dicen relación con: 

· Se declara el segmento de transmisión como servicio público, es decir, somete al propietario de los sistemas de transporte de energía eléctrica a las mismas exigencias que se hacen para el sector de distribución y que consisten básicamente en continuidad, calidad, no discriminación y obligatoriedad en la prestación del servicio.

· Se estabiliza la determinación de los precios de nudo (PN) por vía de disminuir la banda de variación del precio nudo respecto a lo observado en el segmento libre. Hasta antes de la reforma se admitía que el PN se ubicara entorno al 10% del precio libre, quedando la banda, después de la modificación en torno al 5%.

· Se amplía el mercado no regulado rebajando el límite de caracterización de los clientes libres desde 2000 KW a 500 KW.

· Se introduce la posibilidad de reconocer, tanto en el sistema de precios como en las transacciones, la existencia de subsistemas dentro de un sistema eléctrico para efecto de establecer los requerimientos de nueva capacidad de generación en forma separada. 

Principales aportes de la Ley Corta I

El rediseño del funcionamiento del mercado de transmisión lleva a :

· Se divide el sistema de transmisión en tres subsistemas: Transmisión troncal, subtransmisión y transmisión adicional, cada uno con un régimen jurídico específico.

· Se limita la integración vertical de las empresas operadoras de los sistemas troncales.

· Evita monopolio y fomenta la competencia.

· Los peajes dejan de ser negociados bilateralmente y son determinados por el CDEC a través de un criterio de uso de red.

Además con la reforma se facilita el acceso a las redes de distribución. Se impone el acceso abierto y se introduce el concepto de peaje de distribución. Estos últimos abren espacio a una mayor competencia en el suministro.

Por otro lado el hecho de reducir la banda de precios, para la fijación de precio nudo, de 10% a 5%, otorga mayor estabilidad y seguridad jurídica. Además de aumentar la estabilidad del precio de nudo.

4.6
Ley Corta II

La Ley Corta II entrega incentivos económicos para que las compañías reactiven sus inversiones en plantas con combustibles distintos al gas natural.

Respecto a las modificaciones introducidas se tiene que las tarifas subirán, los clientes residenciales sufrirán un alza del 12%, mientras los industriales medianos, verán incrementadas sus tarifas en torno al 20%, dependiendo de su factor de carga. Estas alzas tarifarias van en la dirección de reconocer que un sistema eléctrico más seguro implica tarifas más caras, con lo cual, se incentiva a los generadores para que reactiven sus inversiones.

La norma permite a las productoras eléctricas vender energía a las distribuidoras que no tengan contratos a los precios marginales del sistema, es decir, al valor de la central más cara que esté inyectando energía al sistema, esto también debería impactar al alza en la cuenta de los consumidores.

Paralelamente la ley corta II, otorga la posibilidad de que las generadoras participen en procesos de licitación para abastecer a los clientes regulados, con contratos de largo plazo y a precios estables en el tiempo.

Así mismo se permite la existencia de señales de mercado que frente a la escasez, favorezcan una conducta eficiente de los consumidores. Por ejemplo, la ley contempla que los generadores puedan convenir con sus clientes reducciones en su consumo de energía a cambio de compensaciones económicas.

Otro de los aspectos relevantes de esta normativa es que no atribuye como causal de fuerza mayor “las faltas de seguridad y calidad de servicios provocadas por indisposiciones de centrales a consecuencia de restricciones totales o parciales de gas natural provenientes de gaseoductos internacionales”.

Efectos a corto plazo de la Ley Corta II en los precios

· Efectos de la banda de 30% sobre el cargo de energía en la tarifa AT4.3

· Entran en efecto todas las tarifas 15 días después de promulgada la ley.

· Aumento factura de 18% a 21% dependiendo del factor de carga.

Efectos a mediano y largo plazo

· Mayor inversión en generación lo que se acompañará de mayor competencia.

· Nuevas compañías entrantes y formas de abastecer la demanda.

· Alza en el precio relativo gas/electricidad.

· Mecanismos más flexibles de contratación y fijación de precios permitirán futuros ajustes a la baja por sobrecapacidad o hidrología húmedas.

· Nuevas interconexiones físicas o financieras proveerán mayor dinamismo y seguridad al sistema.

5.
Fallas recientes en el sistema eléctrico

Las fallas que ha tenido el sistema eléctrico chileno, han producido costos económicos por varios millones de dólares. En esta sección analizaremos las causas y factores que agudizaron (o agudizan) los desabastecimientos energéticos que desembocan en las crisis energéticas.

Por ser este un tema altamente politizado en su análisis y discusión, serán presentados y confrontados los distintos puntos de vista, con el fin de lograr la mayor rigurosidad en el estudio.

5.1
Crisis 1997 - 1998

A simple vista, la crisis energética vivida durante este período tuvo como causa la mayor sequía registrada durante el siglo XX, que conllevó a un déficit de producción de energía por unos 450GWh, que significaron 81 días de déficit. Esta cantidad de energía, valorada a costo eficiente (0,05 ó 0,11 US$/KWh) equivale a un monto entre los 22 y 26 millones de dólares, y valorada al costo de falla (0,23 US$/KWh) significa unos US$95 millones, considerando solamente el racionamiento efectuado y no los cortes sufridos
. Sin embargo, detrás de esta historia se teje una gran discusión, acerca de cuáles fueron las responsabilidades, por negligencia o falta de visión, en esta crisis. En el análisis de este periodo podemos reconocer a tres actores de importancia: ENDESA (y su política de utilización de aguas), la central Nehuenco y el gobierno

Nehuenco:

Es un hecho que esta central, con una potencia de unos 370 MW tenia un rol protagónico en la disminución del riesgo de falla, pero una falla a la turbina postergó su entrada desde julio de 1998 a noviembre del mismo año, para ser luego aplazada hasta diciembre, entregando información errática que ensució las proyecciones de generación en el corto plazo, llevando a que recursos hídricos fueran utilizados apostando a la entrada pronta de esta central al CIC. Nuevamente fue una falla la que provocó la salida de esta central del sistema en marzo de 1999 hasta el final de la crisis. 

Existe consenso acerca de la gran importancia que habría tenido dicha central en paliar los efectos de la sequía. Al respecto, algunas estimaciones establecen que dado que la electricidad comprometida por Nehuenco era de unos 8GW por día, entonces los 81 días de crisis se habrían reducido a solamente 26
. Esta transferencia de energía significó unos 400 millones de pesos diarios, lo que se traduce a su vez en unos 8 millones de dólares que Colbún dejó de percibir en el periodo de la crisis
.

Nehuenco, por medio de su dueño, Colbún, declara que la responsabilidad de las fallas radica principalmente en la empresa Siemens, encargada de fabricar las turbinas que operan en la planta, y cuyo cumplimiento no ha sido satisfactorio. Dado el contrato firmado por las partes, las compensaciones a pagar por Siemens no superarían los 14 millones de dólares.

Por otro lado, Siemens ha declarado la las fallas en el funcionamiento son de responsabilidad compartida con Colbún, y que la tecnología utilizada en los motores de la central Nuehuenco son de última generación, lo que habla tal vez de cierta negligencia al no preparar suficientemente a la gene relacionada con la central en aquel tipo de tecnología.

ENDESA:

Junto con las políticas aplicadas (o no aplicadas) por el gobierno, la mayoría de los dardos apuntan a que esta empresa habría abusado de su posición como la de mayor producción eléctrica para promover una matriz meramente hidráulica, forzando la entrada de la central Ralco en el plan de obras en el año 1995, actitud que fue catalogada por la Comisión Nacional de Energía como “antieconómica”
. Por otro lado, la visión de Gener   acerca de la crisis de la energía fue lo que denomina como “constituyó la excesiva ambición de los generadores hidráulicos, que apostaron a una hidrología menos seca y se sobrecontrataron.”

A los argumentos anteriores debemos sumar los descargos de la empresa generadora Colbún, que indica que “Mientras Colbún ha duplicado su capacidad de generación en 1998, las inversiones en nueva capacidad de generación (turbinas a gas), anunciadas por ENDESA demuestran que su situación deficitaria no es solucionable en el corto plazo” 

Por su parte, ENDESA argumenta que la desencadenante de la crisis eléctrica se basa principalmente en las continuas fallas en las centrales de Nehuenco y Nueva Renca, lo que habría forzado a una utilización prematura de los recursos hídricos ya escasos debido a la gran sequía imperante. Además culpa al gobierno de una falta de inversión en plantas hidroeléctricas, por establecer precios demasiado bajos para la energía, que hacen que el valor neto de las inversiones disminuya. Si contrastamos estas declaraciones con las del senador Lavandero, quien dice que las ganancias del grupo Enersis (propietaria de Endesa) el año 2001 bordeó los US$300 millones, agregando además que la inversión realizada para la realización de la central de Ralco alcanzó solamente el 40% ya que la otra parte de la inversión la habría realizado el estado chileno cuando Endesa aun era estatal
. Con esto vemos que la falta de inversión no se debe principalmente a una escasez de recursos.

Gobierno:

Obviamente, la participación del gobierno ha sido profunda, comenzando desde la creación, crecimiento y posterior privatización de ENDESA y tarificación e incentivos y restricciones a inversiones. 

Debemos recordar que el año 1998 fue el año en que se inicia la denominada “Crisis Asiática”, la que determina una baja notable en la popularidad del presidente de la época: don Eduardo Frei Ruiz-Tagle. Si bien hay corrientes de pensamiento económico que vinculan al libre mercado con ciclos de crecimiento y crisis, existe otra corriente bastante difundida, que responsabiliza directamente al desentendimiento producido entre una política monetaria demasiado contractiva por parte del Banco Central –cauto de los efectos posibles de la crisis asiática– y una demasiado expansiva por parte del gobierno
, descartando de esta manera el “contagio” de la economía chilena con las crisis vividas en el exterior.

De esta manera es posible plantear la hipótesis de que el gobierno se encontraría en una posición que lo haría buscar evitar a toda costa medidas que fueran impopulares para la población, tal cual resultaría una campaña de racionamiento eléctrico, y, en cambio, habría apostado fuerte a obviar algunos indicios de la fuerte sequía y a que las centrales térmicas como San Isidro, Nehuenco y Nueva Renca se encontrarían en plena operación a mediados del año 1998, reduciendo (o borrando) el riesgo de falla en el suministro. Pero lamentablemente no ocurrió así.

Los descargos del gobierno apuntan a que, además de la sequía que bien sabemos que existía en ese periodo, las centrales San Isidro, Nehuenco y Nueva Renca, al retrasarse en su entrada y sufrir reiteradas fallas, habrían producido un agravamiento de la situación, a lo que se le suma la imposibilidad de saber en tiempo real las medidas importantes que aplican las generadoras, puesto que estas últimas no tienen la obligación de informar en plazos determinados, y esta información podría estar manipuladas con fines comerciales.

Las hidroeléctricas por su parte alegan que las políticas seguidas por el gobierno tanto en la tarificación por tarifa eficiente -que implica una baja continua en el precio de nudo y según las hidroeléctricas, una baja continua del valor presente de nuevas inversiones- como la baja en el margen de reserva teórica de potencia de un 15% a un 6% el año 1997 con el fin de bajar el costo de la electricidad, habría aumentado el riesgo de no cobertura de la red.

Por otro lado, según Galetovic, Díaz y Soto, en la crisis mencionada, el estado tiene responsabilidad al no querer asumir los costos políticos de su intervención en un sistema que, por su rigidez (que se hace evidente en la no consideración del costo de oportunidad en casos como la sequía vivida en este periodo) y sus vacíos legales necesitaba de su participación activa.

5.2
Crisis 2004 - 2005

Desde el año 1998 hemos visto en nuestro país el desarrollo de la producción de electricidad por medio del gas natural, convirtiéndose esta vía productiva en un 18% de la energía producida en Chile. La fuente de esta energía corresponde a un poco más del 99% a yacimientos argentinos
. Por esto, cuando en el año 2004 la nación trasandina, hizo efectivo un racionamiento en el envío de gas, se puso en jaque la jugada hecha por el gobierno y los inversionistas de apostar por una diversificación de la matriz energética hacia el gas argentino.

En la actualidad el gobierno argentino ha declarado que el factor de ajuste de la producción de gas son las exportaciones a Chile, esta medida, es mayormente populista. Debido a que en argentina el 43% de la población está bajo los límites de la pobreza, el gobierno actual prefiere mantener el contentamiento popular a costa del descontento internacional que viceversa, arriesgándose a perder gobernabilidad. Si bien esta medida ha sido impopular para nuestro país y para las empresas argentinas (que se ven forzadas a vender a un precio menor al que lo harían en chile), ha sido congruente con la política externa argentina (recordemos el tema de la deuda externa), y por lo tanto podría haber sido prevista e incluida en la negociación del Protocolo Gasífero.

Aunque a la fecha los racionamientos rondan el 28% a nivel nacional (unos 6,4 millones de m³ al día)
 y los costos para las empresas han sido cuantiosos, aun no se puede hablar de que el país se encuentre inmerso en una crisis eléctrica, pues, como vemos en el cuadro, el racionamiento, en los niveles en los que se encuentra, no es suficiente como para provocar un riesgo considerable ni en el año 2005 ni en el 2006. Si bien la salida del sistema por parte de la central San Isidro, disminuyó la holgura del SIC en un 18% (aunque volvió a funcionar el 23 de Febrero) tenemos por otro lado que Nehuenco se encuentra operando a diesel, aportando 300MW al sistema, y operando sin inconvenientes. 

Cuadro 1: Probabilidad de Falla Anual del SIC

	Año
	Probabilidad de Falla

	2005
	0%

	2006
	6%

	2007
	26%

	2008
	34%


      Fuente: SYNEX

¿Por qué existe entonces tanta preocupación acerca del tema del abastecimiento eléctrico a causa de las falencias en el envío desde Argentina? En base a lo encontrado, podemos decir que corresponde a dos partes: la primera cae casi intuitivamente al pensar el plazo (y monto) de inversión de una generadora eléctrica, la necesidad de buscar alternativas más seguras que el gas de Argentina y menos agresivas con el medio ambiente que una central hidroeléctrica, con los consiguientes estudios, cambios legislativos y tarifarios si corresponden y la posible aplicación de incentivos. Todos estos temas han sido tratados de resolver en la llamada “Ley Corta II” pero aun hace falta ver la respuesta del mercado a esta nueva ley.

Otras causales de tanta conmoción en el sector eléctrico por el tema del gas tendría raíces más bien económicas y políticas: por un lado seria que Endesa estaría buscando apoyo para realizar sus mega proyectos en la zona de Aysén, contraviniendo las recomendaciones del BID de no apoyar incentivos de este tipo debido al impacto ambiental que producen. Por otro lado, esta premura se puede deber a la voluntad que existe de establecer un tributo a los derechos de agua no utilizados (lo que afecta directamente a Endesa por ser tenedora del 80% de este potencial) y al precedente sentado con el triunfo sobre Alumysa
 (mega proyecto que incluía una planta de aluminio, construcción y mejoramiento de caminos)  y posterior fortalecimiento por parte de los grupos ecológicos y de turismo en la zona, que podría ser, en un futuro no muy lejano, un impedimento para la realización de estos proyectos
.

Las apuestas del gobierno

Debido al fantasma de crisis eléctrica que existe en la actualidad, variadas son las medidas propuestas por el gobierno para minimizar este riesgo, entre ellas se encuentran la reciente salida de la “Ley Corta II” que pretende crear incentivos para una diversificación de la matriz energética, el planteamiento de 26 compromisos para en pos de mejorar la eficiencia energética
, disposición por parte de la CORFO de créditos a las PYMES para la realización de inversiones de respaldo energético
 y el impulso del uso de gas licuado, entre otras medidas.

6.
Inversión en el sector eléctrico chileno
6.1
Inversión en la primera fase de la reforma y cambios en la dinámica de inversión

Al hablar de la primera fase de la reforma nos estamos refiriendo al período comprendido entre los años 1982 y 2004, es decir, el tiempo desde la promulgación del DFL No1 y la aparición de la Ley Corta I.

En términos de inversión, estos 12 años pueden dividirse a su vez en 2 grandes etapas: desde 1982 hasta 1993 y desde 1994 hasta el año 2004. La división en el año 1993 se debe fundamentalmente a que es en esa fecha cuando aparecen los primeros proyectos de inversión en centrales termoeléctricas a gas natural, lo que cambia radicalmente la dinámica de inversión en el sector eléctrico.

Así, si se observan las inversiones durante la primera etapa, es posible ver que no hay cambios sustanciales en comparación a lo que se venía observando en años anteriores
. Esto es así debido a que el DFL No1 no pone un énfasis especial en el ámbito de la inversión, sino más bien se concentra, como se explicaba en secciones anteriores, en la división de las tres grandes industrias eléctricas (generación, transmisión y distribución), la definición de mercados de libre competencia o regulados y el traspaso de propiedad de las empresas estatales a manos privadas.

Ahora bien, desde el año 1993, y por razones ajenas a la ley, la dinámica de inversiones cambia notoriamente
. En este año se comienzan a evaluar los primeros proyectos de gas natural, que se traducirán en centrales operativas a partir de los años 1997 y 1998.

Como es sabido, la evaluación de proyectos de centrales eléctricas contempla dos grandes variables: los costos de inversión y los costos de operación, además del tiempo en que se demora un proyecto en transformarse en una central operativa. En este sentido, las centrales hidroeléctricas se caracterizan por tener grandes montos de inversión (2000 US por Kw instalado aprox.)y largos períodos de diseño y construcción (entre 8 y 12 años), pero poseen costos de operación prácticamente nulos. En contraste, las centrales termoeléctricas contemplan montos de inversión y tiempos de diseño y construcción sustancialmente más bajos (200 US por Kw instalado y 2 años respectivamente), pero costos de operación bastante más altos (cerca de 150 Us por Kwh). Así, las empresas suelen hacer un balance entre estas variables para decidir sus inversiones.

Pero la entrada del gas natural argentino, que para ese entonces era el más barato del mundo, hizo que se redujeran los costos de operación de las centrales termoeléctricas, manteniendo unos costos de inversión relativamente bajos. Lo anterior se tradujo en que a partir del año 1993 la mayor parte de los proyectos de geeración contemplaran centrales a gas natural.

Como vemos, la dinámica de inversiones cambió drásticamente, pero no debido a las leyes imperantes, sino más bien a las condiciones del mercado de insumos del sector.

Al analizar las inversiones en la segunda fase (1994 – 2004) se observa un estancamiento entre los años 2000-2001 y los años 2004-2005. Ambos estancamientos tienen orígenes bastante distintos.

Las centrales que podrían haber entrado en operación durante los años 2000-2001 debieran haberse planificado cerca del año 1992 para el caso de las centrales hidroeléctricas, y cerca del año 1998 para el caso termoeléctrico. Entonces, la falta de entrada de centrales hidroeléctricas durante esos años difícilmente podría haberse debido a razones regulatorias o crisis, sino más bien responden a un ajuste a la curva de demanda. Esto es así porque las inversiones en centrales hidroeléctricas aprovechan las economías de escala, es decir, se planifican por sobre la demanda. Así, luego de la entrada de grandes centrales, siempre vendrá un período de receso, en que las empresas esperan el crecimiento de la demanda para volver a invertir.

En el caso de las centrales termoeléctricas, el estancamiento podría haberse debido a incertidumbres regulatorias, que quedaron de manifiesto a partir de la crisis de 1997. Este mismo efecto, en el caso hidroeléctrico, es observable recién a partir del año 2004, es decir, el segundo gran estancamiento en la inversión. Además, en el caso termoeléctrico, aparece un segundo factor: la incertidumbre en cuanto a la disponibilidad del insumo principal de la época, que es el gas natural. 

En cuanto a la necesidad de inversiones, en el Anexo N3 es posible ver la relación entre la capacidad instalada y la demanda. Es posible notar que la demanda ha crecido de manera constante durante los últimos años, al igual que las inversiones. Cuando se observa la capacidad nominal instalada, pareciera que las inversiones han superado siempre a la demanda, aunque de manera más bien ajustada. Ahora, si se compara la demanda con la potencia firme
, se observa que la oferta está más bien por debajo de la demanda durante casi todos los años en estudio.

En cuanto a la inversión en transmisión, la ley establece que las inversiones deben hacerse de común acuerdo con las generadoras que utilizarán las redes. Así, si se produce un estancamiento en la inversión en la industria generadora, se traspasará a su vez a la inversión en transmisión. Además, durante este período Transelec alegó la poca seguridad que daba la ley en cuanto a la recuperación de las inversiones en transmisión, ya que existían varios tramos en los cuales no estaba claro quién debía pagar por la transmisión, razón por la cual la empresa no estaría dispuesta a realizar grandes inversiones. Es así como las inversiones en transmisión estuvieron más bien detenidas durante los años 1997 a 2004, año en el que aparece la Ley Corta I, que está dedicada principalmente a asegurar buenas condiciones de inversión a las empresas transmisoras.

Además, en esta industria existe un claro incentivo a la sobreinversión, dado principalmente por dos razones. Primero, la ley asegura un 10% de retorno a la inversión, es decir, una tasa fija, especialmente alta, pues si bien la empresa transmisora estaba sujeta a riesgos debido a la obligatoriedad de conectar a cualquier empresa que lo solicite (sea ésta sustentable o no), la posibilidad de no pago por parte del cliente y la incertidumbre regulatoria (cambios desfavorables en la regulación), muchos de estos riesgos fueron eliminados con la entrada en vigencia de la Ley Corta I. Ademas, al tener una tasa de retorno fija,  se genera un efecto conocido como Averch-Johnson, que se genera en aquellas situaciones en que las empresas tienen un retorno asegurado mayor a las tasas a las cuales la empresa puede optar para financiarse y la inversión se traduce en mayores ganancias. En este caso, si el retorno asegurado es de 10% y las tasas bancarias a las que puede optar la empresa son menores (considerar que la tasa libre de riesgo en Chile es del orden del 3%), y además el hecho de construir redes de transmisión genera peajes para la empresa, se tiene un incentivo a sobreinvertir.

Otro incentivo importante a la sobreinversión es que quienes deciden las inversiones (consultor, regulador y transmisor) no son quienes pagan por ellas (generadores y distribuidoras).

6.2
Limitaciones e incertidumbres regulatorias que afectan la inversión en el sector eléctrico

Los principales frenos a la inversión en el sector eléctrico están dados por:

Precios que no incorporan la oferta

Actualmente la ley es bastante rígida en cuanto a la variación de precios de la electricidad. Como quedó demostrado durante la crisis del año 1997, existen grandes dificultades para hacer que el precio incorpore factores como los cambios en la disponibilidad de insumos de generación. Es decir, aún cuando por razones de insumos la oferta se vea restringida, los precios de la electricidad siguen constantes, haciendo que eventualmente las empresas generadoras tengan que trabajar con pérdidas, pues los clientes regulados no perciben los cambios de escenario.

Por ejemplo, el modelo de cálculo del precio de nudo no acepta información sobre predicción de hidrologías futuras, sino que se basa en las 40 hidrologías anteriores, es decir, aunque se tengan datos que prevean una sequía, los precios no podrán incorporar dicha escasez. Además, los precios se fijan en Abril, cuando todavía es difícil predecir la hidrología, y en Octubre, cuando ya pasó la época de mayor demanda y antes de los deshielos. También sucede que el cálculo incorpora la energía producida por centales proyectadas, es decir, cualquier retraso en la puesta en marcha de las centrales o falla de las mismas, no se refleja en los precios de nudo.

Además, el 60% de la energía se vende a precios regulados, eso, mas la percepción por parte de los generadores de que los precios son muy bajos e inestables, redundan en la falta de inversión. De hecho, los precios bajaron constantemente entre los años 1996 y 2000, desincentivando la inversión

En este sentido, la Ley Corta II promueve la inversión al contemplar el establecimiento de contratos de largo plazo vía licitaciones, que le otorgan a las empresas generadoras un escenario más estable en términos de precio (serían precios de mercado y no de nudo), que le aseguren retornos eficientes a la inversión. 

Incertidumbre en la regulación y manejo del sistema

En la medida que se anuncien cambios en la ley, pero éstos no se conozcan con prontitud, se genera en el sector una incertidumbre que no permite realizar inversiones. Esto tiene que ver con evitar el oportunismo regulatorio que puede generarse cuando las empresas deben hacer grandes inversiones sin posibilidad de salir rápidamente del mercado en el caso de que las condiciones regulatorias sean desfavorables.

Otra incertidumbre importante, sobre todo para potenciales entrantes al sistema, es el funcionamiento del CDEC, que ha sido criticado por su falta de transparencia. La crítica se origina en que es una institución cerrada con un reglamento interno que no es público. Tampoco son públicos los modelos que utilizan. Esto es importante porque puede llegar a constituirse en una barrera a la entrada para nuevos inversionistas que quieran participar en la industria. Es muy difícil para un potencial entrante evaluar la factibilidad económica de un negocio de generación o transmisión sin tener acceso a saber cómo opera el CDEC. 

Incertidumbre con respecto a los insumos

La situación particular que se vive en la industria en cuanto a la inseguridad del abastecimiento de gas natural, es un freno importante a la inversión, pues una variable clave al momento de decidir la factibilidad de un proyecto es la disponibilidad y costo de los insumos. Mientras esta situación no esté clara, se hace muy complejo evaluar los proyectos.

En este caso, aún se tiene una gran incertidumbre en cuanto al abastecimiento y costo del gas natural. Se prevé que los costos no volverán a ser lo bajos que fueron, probablemente nivelándose al costo del gas natural licuado. Aún así, mientras no se definan proyectos de importación de insumos, las empresas generadoras ven complicadas sus decisiones de inversión. 

Los precios de insumos plantean la pregunta de en qué invertir (aparte de hidro): Gas Natural Licuado, Carbón, etc. Además, el peligro de que vuelva a haber disponibilidad de gas natural, y la consiguiente caída de precios, agrega incertidumbre a la inversión en otras fuentes.

Hasta este momento, los precios de nudo del SIC (42 US$/Mwh) no reflejan el costo de desarrollo de tecnologías como Gas Natural Licuado y carbón (50 US$/Mwh), por lo tanto no hay incentivos especiales a la inversión. Por otra parte, aunque los precios reflejaran estos costos, la eventual reaparición del gas argentino (o de algún otro país fronterizo como Bolivia o Perú) haría caer los precios nuevamente.

6.3
Sistema de fiscalización

La fiscalización en el sistema eléctrico es responsabilidad de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC), que tiene como apoyo técnico a la Comisión Nacional de Energía.

El principal problema que enfrenta la SEC en su rol fiscalizador son las asimetrías de información: las empresas no tienen obligación de informar sus proyectos y las situaciones de generación de cada una de las centrales.

Otro gran problema es la falta de autoridad en cuanto a la planificación de inversiones, coordinación del sistema y para asegurar el pago de compensaciones en caso de problemas de abastecimiento.

En cuanto a la coordinación del sistema, esta tarea está en manos del CDEC, institución que tiene absoluta autonomía en la toma de decisiones (sólo en el último tiempo se discutió la posibilidad de incorporar un representante de la CNE en el directorio de la CDEC). La CDEC, como se explicó anteriormente, se compone de generadores y transmisores, con representación proporcional a la capacidad instalada de cada empresa. Por esa razón, Endesa tiene un gran peso en las decisiones que se toman en la CDEC, y en varias ocasiones eso le ha permitido forzar decisiones en cuanto a la entrada de centrales al sistema. Ante eso, la SEC no tiene autoridad alguna para prevenir o evitar este tipo de comportamiento.

Por último, es importante mencionar la falta de recursos de la SEC y CNE con respecto a las empresas del sector. Esto dificulta enormemente las labores de fiscalización, pues se traduce en la menor capacidad de contratar personal suficientemente capacitado, o laborar estudios de calidad.

 7.
Conclusiones

· En Chile se ha optado por una economía de mercado en la mayor parte de las industrias. En el sector eléctrico se optó por una mezcla entre libre competencia (generación) y regulación (transmisión y distribción). Este mecanismo no ha sido del todo eficiente y hoy en día se e stán tomando medidas que entreguen más autoridad al Estado, que permitan proteger de menor manera al consumidor.

· Si bien no existe evidencia empírica y/o comprobable de los efectos de la concentración en términos de inversiones, la intuición de aquellas personas que han trabajado en el sector habla de importantes influencias en la toma de las grandes decisiones por parte de los actores más relevantes del sistema. Chile presenta gran concentración en el sector eléctrico, lo que sumado a los problemas en el funcionamiento de las instituciones y las limmitaciones y ambigüedades en la regulación, distorsionan el desarrollo eficiente del sistema.

· Los tres principales grupos (Endesa - Gener - Colbún) mantienen casi el 100% de la potencia instalada del SIC. Esta insuficiente atomización de la oferta de generación, junto a barreras a la entrada al mercado que enfrentan nuevos generadores e insuficiente transparencia en el despacho del sistema, obstaculizan la competencia en generación, lo que queda esenciado en el hecho de que durante 20 años, los actores han sido prácticamente los mismos.
· En cuanto a las inversiones, el hecho de que las empresas estén, en su totalidad, en manos de empresas privadas, se traduce en inversiones evauadas a corto plazo (en los érminos de esta industria). Mientras esta situación se mantenga, lo más probable es que se siga invirtiendo fuertemente en termoelectricidad, postergando los proyectos hidroeléctricos, que se caracterizan por ser más rentables en el largo plazo.

· Además, existe la creencia entre las empresas de que el gran riesgo de la hidroelectricidad es su variabilidad. Esta creencia está fertemente definida por una visión de corto plazo, pues está visto que en el largo plazo esta variabilidad no es significativa.
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Anexo N°1: Capacidad Instalada de Generación

Anexo N°2: Evolución de precios de nudo
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� Subsidiaria se refiere a que en aquellos casos en que la empresa privada opte por no invertir, el Estado se haría cargo de las necesidades del país. Esto muchas veces no ha sido así en la práctica.


�  “Seguridad Eléctrica”; Galetovic; Centro de Estudios Públicos; marzo 2005


� Idem 1


� “Crisis Eléctrica” ECLAC


� Aunque no existe un registro oficial de esta declaración de la CNE, basta con realizar una búsqueda rápida para encontrar múltiples referencias a esas declaraciones, esta referencia en particular es un extracto de “crisis de la política energética: organizaciones ambientales y ciudadanas apuntan a Endesa como el principal responsable” http://www.iepe.org , Mayo 1999


� “La Crisis Eléctrica en Chile: Antecedentes para una Evaluación de la Institucionalidad Histórica”; Rozas, Patricio; pp24; http://www.eclac.cl/publicaciones/RecursosNaturales/4/lcl1284/lcl1284e.pdf


� “La Crisis Eléctrica en Chile: Antecedentes para una Evaluación de la Institucionalidad Histórica”; Rozas, Patricio; pp22; http://www.eclac.cl/publicaciones/RecursosNaturales/4/lcl1284/lcl1284e.pdf


� “El ‘temita’ de la energía eléctrica chilensis” Diario el Gong (entrevista a Jorge Lavandero); www.diarioelgong.cl/news/one_news.asp?IDNews=6274


� Tenemos que recordar que este año se suman varios efectos: se termina el periodo presidencial y el gobierno actual quiere asegurar un nuevo periodo concertacionista. Por otro lado, se quiere borrar de la memoria colectiva el recuerdo de las “casas copeva”, que salieron a la luz pública el año 1997.


� “Crisis energética: La caída del mito libremercadista”; diario “La Insignia”; 10 de abril de 2004; www.lainsignia.org


� “Crisis del gas y Reformas a la Ley Eléctrica”; Libertad y Desarrollo; 13-05-2005; www.lyd.org


� Portal de noticias de la CONAMA;  http://www.conama.cl/portal/1255/article-28505.html


� “MEGA-CENTRALES DE ENDESA: Colonialismo Energético y Retroceso Ambiental”; Chile Sustentable; 7 julio 2004


� “Los 26 compromisos 2005 para bajar el desatado consumo de energía”; diario “El Mostrador”; 11 de Febrero de 2005; www.elmostrador.cl/modulos/noticias/constructor/detalle_noticia.asp?id_noticia=153527


� CORFO.cl; 3 de Febrero de 2005; http://www.corfo.cl/index.asp?seccion=1&id=1673


� El Anexo No1 muestra las inversiones del período.


� El Anexo No2 muestra las inversiones del período.


� Estos valores se calcularon ponderando la capacidad instalada por 0,7, pensando en que el ponderador para una central hidroeléctrica es del orden de 0,5 y para una termoeléctrica este factor sube a 0,8. No fue posible obtener un desglose exacto de la distribución termoeléctrica e hidroeléctrica, para realizar cálculos más precisos.


� ver Anexo
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